El Gobierno aprueba el proyecto de Ley foral del Patrimonio Cultural de Navarra


El Gobierno de Navarra aprobó en su consejo de ayer, para su remisión al Parlamento, el proyecto de Ley foral que regula el Patrimonio Cultural de Navarra. 


Este proyecto de Ley Foral establece y actualiza las competencias históricas que Navarra tiene, en coordinación con el Estado, en materias de defensa, conservación y difusión del patrimonio arquitectónico e histórico y las competencias exclusivas en materia de archivos, bibliotecas, museos y otros centros de depósito cultural que no sean de titularidad estatal. 


Las políticas activas de conservación del patrimonio cultural en Navarra datan de 1844, cuando se creó la Comisión de Monumentos, formada por cinco personas “inteligentes y celosas en la conservación de nuestras antigüedades”. La labor iniciada y mantenida durante un siglo por esta Comisión fue seguida por la Institución Príncipe de Viana, creada por la Diputación Foral el 20 de octubre de 1940 y la que se encomendó la restauración, conservación y custodia del patrimonio histórico y artístico del Antiguo Reino de Navarra, el fomento de las investigaciones en Historia, Derecho y Arte y la difusión cultural a través de publicaciones, bibliotecas y museos. 

Las competencias de la Institución Príncipe de Viana fueron incorporadas, con este mismo nombre, a la Dirección General de Cultura, dependiente del Departamento de Educación y Cultura, en 1985, y en la actualidad están adscritas al Departamento de Cultura y Turismo que incorpora también el nombre histórico de Institución Príncipe de Viana.

El proyecto de Ley foral aprobado hoy por el Gobierno dice en su exposición de motivos: “El Patrimonio Cultural de Navarra es un bien de incalculable valor que merece no sólo ser conservado, sino también acrecentado, a fin de que Navarra esté asentada en su propia cultura dentro del marco del Estado español y de Europa, del que con naturalidad forma parte”. 


El proyecto tiene 112 artículos, distribuidos en siete títulos, dos disposiciones adicionales, nueve disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 

El contenido de la ley


Los contenidos del proyecto de Ley foral aprobado hoy por el Gobierno son los siguientes: 

· Título I: Principios generales y objetivos de la Ley foral; bienes que integran el Patrimonio Cultural de Navarra. 

· Título II: Competencias de la Administración de la Comunidad Foral y de las entidades locales; principios de colaboración interadministrativa, y con la Iglesia Católica y los particulares; definición y competencias de los órganos consultivos: Consejo Navarro de Cultura, Junta de Valoración de Bienes y Comisión de Evaluación Documental.
· Título III: Clasificación de los bienes del patrimonio cultural. Bienes de Interés Cultural, bienes inventariados, bienes de relevancia social y bienes inmuebles, muebles e inmateriales. Procedimiento de declaración de bienes del patrimonio en sus distintas modalidades, registro y regímenes de protección.
· Título IV: Régimen de protección de los bienes según su clase: Criterios, planes, reglamentos y catálogos.

· Título V: Patrimonios específicos: arqueológico, etnólogico e industrial, patrimonios documental, bibliográfico y audiovisual, y museos. 

· Título VI: Fomento y divulgación: medidas económicas, mecenazgo, beneficios fiscales, acceso a los bienes, gestión de las cesiones de uso y aspectos educativos y de investigación.

· Título VII: Legalidad: Inspección, infracciones y sanciones.


Los aspectos más relevantes del proyecto de Ley foral aprobado hoy son los siguientes:

Definición del Patrimonio cultural


El proyecto define que el patrimonio cultural de Navarra está formado por los bienes muebles, inmuebles e inmateriales, de valor artístico, histórico, arquitectónico, arqueológico, etnológico, documental, bibliográfico, industrial o de cualquier otra naturaleza cultural, existentes en  el territorio de Navarra o, fuera de él, que sean de interés para Navarra. La Ley foral ofrece una protección general sobre estos bienes y garantiza su fomento, acceso a su disfrute y valoración, en colaboración con otras administraciones y con los titulares de los bienes, según los casos.


El Gobierno de Navarra tiene competencias en la conservación, registro, inspección y divulgación de los bienes del patrimonio cultural, y de adopción de medidas cautelares que incluyen la expropiación forzosa, en su caso. La ley contempla estas competencias también para las entidades locales, en su ámbito de competencia, así como la colaboración con la Iglesia Católica y los particulares que sean titulares de los bienes objetos de protección. 

El órgano de la Administración foral competente en materia de Patrimonio Cultural es el Departamento correspondiente del Gobierno de Navarra (en la actualidad, el de Cultura y Turismo-Institución Príncipe de Viana), que tendrá tres órganos consultivos: el Consejo Navarra de Cultura, con funciones de asesoramiento en la materia; la Junta de Valoración de Bienes, creada en esta ley foral para valorar los bienes culturales en caso de adquisición y  ejercicio de los derechos de tanteo y retracto que tiene atribuidos el Gobierno, y, por último, la Comisión de Evaluación Documental, que establecerá la documentación que debe ser conservada o eliminada a los efectos de esta ley foral. 

Clasificación de los bienes


Los bienes objeto de especial protección se clasifican, por este orden de importancia, en bienes de interés cultural, bienes inventariados y bienes de relevancia local.


Los bienes inmuebles de interés cultural se incluyen en alguna de estas categorías: monumentos, conjuntos históricos, sitios históricos, zona arqueológica, paisaje cultural, vía histórica y jardín histórico. En todo caso, estas categorías se refieren a áreas y lugares definidos por la importancia monumental de los bienes que contienen y por estar asociadas a un suceso histórico o artístico de especial relevancia. La declaración de bien de interés cultural se hace mediante expediente administrativo que corresponde al Gobierno de Navarra. 

El proyecto de Ley foral crea el Registro de Bienes del Patrimonio Cultural de Navarra, bajo competencia del Gobierno de Navarra, donde deberán inscribirse los bienes de Interés Cultural, bienes Inventariados y bienes de Relevancia Local. La Administración foral se reserva las últimas competencias en materia de conservación de los bienes inscritos en este Registro. Los titulares están obligados a su conservación, a facilitar el acceso público en caso de los inmuebles y a prestarlos para exposiciones temporales en caso de los bienes muebles.

Medidas de protección


La Administración foral podrá establecer medidas cautelares para salvaguardar la integridad de estos bienes, que impidan su derribo, remodelación o reforma, y, en caso de ruina, prevalecerá la protección y deberá repararse y rehabilitarse de acuerdo con su carácter de bien cultural protegido. Los planes urbanísticos y medioambientales que afecten a estos bienes deben contener determinaciones para garantizar su conservación: La transmisión a título oneroso de la titularidad o de los derechos de uso y disfrute debe ser comunicada al Gobierno de Navarra, que podrá ejercer el derecho de tanteo para sí o para otras instituciones sin ánimo de lucro. Los bienes muebles que pertenezcan a instituciones eclesiásticas no podrán venderse ni cederse a particulares ni a entidades mercantiles.

La entidades que se dediquen al comercio de bienes muebles integrados en el Patrimonio Cultural deben comunicar su existencia antes de proceder a la transmisión a terceros, deben llevar un registro de sus operaciones, y, a su vez, se creará un registro de estas entidades. Los subastadores deben notificar con un mes de antelación al Gobierno de Navarra la celebración de las subastas.
Patrimonios arqueológico y documental

El patrimonio arqueológico se establecerá en un inventario propio, en cuya elaboración están obligados a cooperar los titulares de los terrenos donde se encuentren yacimientos y restos. Las intervenciones arqueológicas se harán bajo la dirección del Gobierno de Navarra y pueden ser programadas, cuando el objetivo sea el conocimiento de algún yacimiento, o de urgencia, cuando se presuponga que el patrimonio arqueológico puede estar en riesgo por causa de obras públicas y otras alteraciones del terreno. Estas intervenciones se hacen de acuerdo con un protocolo que exige la recogida de muestras debidamente inventariadas y la elaboración de un informe científico. El Gobierno podrá delimitar “áreas arqueológicas de cautela” donde haya indicios o noticias de la existencia de un yacimiento. Son ilícitas las intervenciones, remociones de tierra y otras obras realizadas por particulares sin permiso. 

El patrimonio etnológico, es decir, el formado por bienes referidos a la sociedad tradicional o preindustrial, será objeto de inventario y de especial protección los espacios que cobijen artefactos preindustriales o sean representativos de esta actividad.  Los titulares de estos bienes están llamados a colaborar con la Administración para posibilitar su inventario y conservación. En cuanto a los bienes inmateriales de este patrimonio, el Gobierno se compromete a adoptar medidas destinadas a su conservación, registro y reproducción en soportes estables y adecuados.


En materia de protección del patrimonio industrial, el proyecto de Ley Foral prevé la preservación de los bienes de este patrimonio y de los espacios que los albergaron. En especial, se prohíbe la destrucción de maquinaria industrial anterior a 1900, salvo por razones de fuerza mayor y con autorización expresa del Gobierno de Navarra.

Patrimonio documental


Está formado, según el proyecto de Ley Foral por los documentos públicos de las instituciones de Navarra y los producidos por fedatarios y conservados en registros públicos; los documentos de empresas e instituciones sociales y civiles conservados con una antigüedad superior a los cuarenta años; los documentos de cualquier clase conservados con una antigüedad superior a los cien años, y, por último, cualquier clase de documento que sea declarado por el Gobierno de Navarra como del patrimonio documental de la Comunidad Foral. En este sentido, se considera documento cualquier expresión del lenguaje oral o escrito, natural o codificado, y cualquier expresión gráfica, impreso en cualquier soporte, sea de papel, magnético o electrónico.


El proyecto prohíbe la destrucción de cualquier documento considerado del patrimonio documental de Navarra, salvo resolución del órgano competente, de acuerdo con el procedimiento y la forma que se establezca reglamentariamente, y esta destrucción no podrá hacerse en tanto los documentos tengan valor probatorio sobre derechos y obligaciones de personas o entidades públicas. La Administración de la Comunidad Foral velará por la custodia de los documentos públicos del patrimonio documental, y, en cuanto a los privados, sus poseedores están obligados a protegerlos y conservarlos, facilitar su inspección y permitir su uso para investigación y difusión cultural.

El proyecto de Ley Foral define el concepto de archivo como centro donde se conservan y gestionan organizadamente los fondos documentales y establece el Sistema Archivístico de Navarra, del que forman parte el Departamento correspondiente del Gobierno de Navarra, los archivos de las Administraciones Públicas, el Consejo Navarro de Cultura, la Comisión de Evaluación Documental y los demás órganos que, en orden de sus competencias como custodios de documentación, se incorporen al sistema.


El proyecto de Ley Foral establece también el concepto y el régimen jurídico de museos y bibliotecas.

Fomento y divulgación del patrimonio


En este apartado, el proyecto de Ley Foral prevé las siguientes posibilidades:

· Subvenciones públicas del Gobierno de Navarra que serán descontadas del precio del bien subvencionado si el Gobierno lo adquiriese en el plazo de ocho años.

· Mecenazgo, que impulsará el Gobierno de Navarra para favorecer la participación de instituciones privadas en la conservación del patrimonio.

· Retribución de deudas fiscales con obras de arte y bienes culturales, de acuerdo con las leyes tributarias.

· Beneficios fiscales para los bienes del Patrimonio Cultural, de acuerdo con la normativa tributaria.

Régimen sancionador

El proyecto de Ley Foral establece un régimen de infracciones y sanciones correspondientes. Según éste, son infracciones leves: no facilitar información a la Administración sobre el estado de los bienes del patrimonio cultural; trasladarlos fuera de Navarra sin permiso; realizar obras o intervenciones no autorizadas; utilización sin permiso de técnicas de detección de bienes del patrimonio cultural; incumplimiento de las obligaciones de acceso a los bienes del patrimonio cultural; incumplimiento del deber de conservación siempre que no se produzcan daños graves o irreparables, dejación de funciones por parte de las empresas encargadas de actividades arqueológicas; incumplimiento de la obligación de inscripción en el Registro del Patrimonio Cultural, y retención ilícita o depósito indebido de bienes.


Las infracciones graves son análogas a las leves en un grado superior y cuando afecten a bienes del Patrimonio Cultural ya inscritos en el Registro correspondiente como bienes de interés cultural. Es decir, se consideran infracciones graves cuando se ponga en riesgo la destrucción de bienes inventariados y cuando el traslado de bienes fuera de Navarra afecte a bienes inscritos en el Registro del Patrimonio Cultural, entre otras. Por último, son infracciones muy graves cuando de la intervención se derive la destrucción, desplazamiento o remoción ilegal del bien de interés cultural. 


Los responsables de estas acciones lo serán, en el grado correspondiente, los autores de la acción y sus cómplices y, en su caso, los titulares o propietarios de los bienes afectados; los promotores, directores de obra, técnicos y profesionales que lleven a cabo la intervención, y las autoridades de la Administración que por acción u omisión encubran el incumplimiento.

Las infracciones leves serán objeto de una sanción de hasta 6.000 euros; las graves, hasta 150.000 euros, y las muy graves, hasta 600.000 euros. En todo caso, la cuantía de la multa no será inferior al beneficio económico que pueda obtenerse de la acción penalizada, y, de añadidura, los responsables podrán ser sancionados con el decomiso de los utensilios empleados para la acción penalizada, la inhabilitación profesional de los autores, y la pérdida del derecho a recibir subvenciones públicas y de celebrar contratos con la Administración durante cinco años. La norma establece también una graduación de las sanciones en función de circunstancias agravantes y atenuantes, y el régimen del procedimiento sancionador, que corresponde a la Administración foral y, en último extremo, al Gobierno de Navarra.       



Pamplona, 14 de junio de 2005
